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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCESAL CIVIL / MEDIDAS CAUTELARES / INSCRIPCIÓN DE LA DEMANDA / RECHAZO DE LA DEMANDA / REMISIÓN DE LA DEMANDA A LA CONTRAPARTE
INSCRIPCIÓN DE LA DEMANDA – Finalidad y efectos frente al requisito formal de remisión de la demanda. 
… La doctrina patria coincide en señalar que la finalidad de aquella cautela dispuesta para ciertos procesos declarativos (clasificación de la que difiere el maestro López B.), es dar a conocer a la comunidad su existencia, valga decir, darle publicidad a la situación jurídica del bien.
Así las cosas, aflora que es harto diferente el propósito perseguido por la medida cautelar oficiosa acá reseñada, de aquellas que pueden o no solicitar la parte, es decir según su potestad o discrecionalidad, tienen un carácter eminentemente preventivo, en cuyo caso eximen del requisito echado de menos en este asunto. 
Corolario, se confirmará la decisión de primera instancia porque la parte interesada pretirió acreditar la remisión de la demanda, simultáneamente, con la radicación ante el despacho, y es un presupuesto necesario para su admisibilidad, según el razonamiento hecho.
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AC-0074-2025
Proceso
: Liquidatorio - Divisorio 
Demandante
: Sociedad Capital Markets SAS
DEMANDADOS
: ALBERTO CARDONA O., PEDRO M. PELÁEZ R. Y 

  OTROS 
PROCEDENCIA
: JUZGADO 6º CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA RADICACIÓN
: 66001-31-03-006-2024-00184-01 (5367) TEMAS
: ADMISIBILIDAD – CAUTELA - REMISIÓN DE 

  DEMANDA 
MAG. SUSTANCIADOR : DUBERNEY GRISALES HERRERA

Seis (6) de junio de dos mil veinticinco (2025).
1. EL ASUNTO POR DECIDIR
La apelación de la demandante contra el auto del 25-02-2025 que rechazó la demanda por falta de subsanación (expediente recibido de reparto el 04-04-2025).
2. LA PROVIDENCIA RECURRIDA
Rechazó la demanda porque advirtió incompleta la corrección por dos motivos: (i) El certificado especial del registrador de instrumentos públicos no está actualizado y es discordante con lo informado, pues omite mencionar a Rosalba Gómez C.; y, (ii) Se pretirió remitir, sin justificación, copia de la demanda a la parte pasiva (carpeta 66001310300620240018401, carpeta Primera instancia, subcarpeta Principal, pdf No.009).
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3. LA SÍNTESIS DE LA APELACIÓN
Solicitó la revocatoria y en su lugar admitir la demanda. Estimó que la subsanación fue completa, las explicaciones dadas sobre la titularidad del predio detallaron cómo ha sido la tradición y el por qué se han citado a cada uno de los demandados; el certificado especial exigido para verificar tales circunstancias no está previsto en el ordenamiento procesal para los procesos divisorios. Además, se allegaron todos los títulos y el certificado de tradición del predio.
Refutó la remisión de la demanda a su contraparte porque la inscripción de la demanda en este asunto es oficiosa [art.592, CGP], exonera de esa exigencia, máxime que debe hacerse antes de la notificación del auto admisorio de la demanda. La finalidad de la medida es que se perfeccione antes de que la parte citada del proceso se entere del mismo (carpeta 66001310300620240018401, carpeta Primera instancia, subcarpeta Principal, pdf No.010).
4. LAS ESTIMACIONES JURÍDICAS
4.1. LA COMPETENCIA FUNCIONAL. La facultad jurídica para resolver radica en esta colegiatura por este factor [arts.32-1º y 35, CGP], dada su condición de superiora jerárquica del despacho emisor de la decisión apelada.
4.2. LA VIABILIDAD DEL RECURSO. Llamados también de trámite1, o condiciones para recurrir2, según la ciencia procesal patria3-4; son exigencias normativas formales que habilitan la válida resolución de la controversia. Anota el

1 FORERO S., Jorge. Actividad probatoria en la segunda instancia. Memorias del XXIX Congreso de derecho Procesal, 2018, ICDP, p.307 ss.
2 ESCOBAR V. Édgar G. Los recursos en el Código General del Proceso. Librería jurídica Sánchez R. Ltda. 2015, p.37.
3 LÓPEZ B., Hernán F. Código General del Proceso, parte general, 3ª edición, Bogotá, Tirant lo Blanch, 2024, p.702.
4 PARRA Q., Jairo. Derecho procesal civil, tomo I, Santafé de Bogotá D.C., Temis, 1992, p.276.
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maestro López B. (2024)5: “En todo caso sin estar reunidos los requisitos de viabilidad del recurso jamás se podrá tener éxito en el mismo por constituir un precedente necesario para decidirlo.”.
Y explica el profesor Rojas Gómez 6 en su obra: “(…) para que la impugnación pueda ser tramitada hasta establecer si debe prosperar han de cumplirse unos precisos requisitos. En ausencia de ellos no debe dársele curso a la impugnación, o el trámite queda trunco, si ya se inició.”. En el mismo sentido los profesores Sanabria Santos (2021)7 y Parra Benítez (2021)8.
Tales presupuestos son concurrentes y necesarios, ausente uno se malogra el estudio de la impugnación. La misma CSJ, de antaño, predica: “(…) al recibir el expediente, dentro del examen preliminar que le corresponde hacer (C. de P.C., art.358), debe prioritariamente examinar, entre otras situaciones, si se encuentran cumplidos los presupuestos indispensables para la concesión del recurso de apelación, y en el evento de hallarlos ajustados a la ley, admitirá el recurso, y. en caso, contrario lo declarará inadmisible (…)”9. Y en decisión más próxima (2017)10recordó: “(…) Por supuesto que, era facultad del superior realizar el análisis preliminar para la «admisión» de la alzada, y conforme a la regla cuarta del canon 325 del C.G.P. (…)”.
Esos supuestos son: (i) Legitimación, (ii) Oportunidad, (iii) Procedencia y
(iv) Cargas procesales (sustentación, expedición de copias, etc.); los tres primeros implican la inadmisibilidad del recurso mientras que, el cuarto, provoca su deserción, así entiende la literatura procesal nacional11-12.
En este caso están cumplidos en su integridad. (i) La providencia atacada agravia los intereses de la demandante, pues rechazó su escrito inicial de la acción  por  dejar  de  subsanar  los  defectos  endilgados  (carpeta

5 LÓPEZ B., Hernán F. Ob. cit., p.781.
6 ROJAS G., Miguel E. Lecciones de derecho procesal, procedimiento civil, tomo II, ESAJU, 2020, 7ª edición, Bogotá, p.468.
7 SANABRIA S., Henry. Derecho procesal civil general, Universidad Externado de Colombia, Bogotá DC, 2021, p.664.
8 PARRA B., Jorge. Derecho procesal civil, 2ª edición puesta al día, Bogotá DC, Temis, 2021, p.395.
9 CSJ. Sala Civil. Sentencia del 17-09-1992; MP: Ospina B.
10 CSJ. STC-12737-2017.
11 LÓPEZ B., Hernán F. Ob. cit., p.703.
12 ROJAS G., Miguel E. Código General del Proceso comentado, 5ª edición. ESAJU, 2023, Bogotá DC, p.593.
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66001310300620240018401, carpeta Primera instancia, subcarpeta Principal, pdf Nos.001 y 008); (ii) El recurso fue tempestivo, se interpuso mientras corría la ejecutoria, acorde con el artículo 322-3º, CGP (carpeta 66001310300620240018401, carpeta Primera instancia, subcarpeta Principal, pdf Nos.009 y 010).
Así mismo (iii) El estatuto adjetivo prevé este recurso, por ende, hay procedencia [art.321-1°, CGP]; y, (iv) Está cumplida la carga de la sustentación, en acato del artículo 322-3º, ib. (carpeta 66001310300620240018401, carpeta Primera instancia, subcarpeta Principal, pdf No.010).
4.3. EL PROBLEMA JURÍDICO. ¿Debe revocarse el proveído del 25-02-2025 que rechazó la demanda, según la apelación? O, ¿Debe mantenerse o modificarse?
4.4. La resolución del problema
4.4.1. Los límites en la alzada. Están definidos por los temas objeto del recurso, es una patente aplicación del modelo dispositivo en el proceso civil nacional [arts.320 y 328, CGP], es lo que hoy se conoce como la pretensión impugnaticia13, novedad de la nueva regulación procedimental del CGP, según la literatura especializada, entre ellos el doctor Forero S.14.
Discrepa el profesor Bejarano G.15, al entender que contraviene la tutela judicial efectiva; de igual parecer Quintero G.16, mas esta Magistratura disiente de esas opiniones divergentes, en todo caso minoritarias. Es el

13 ÁLVAREZ G., Marco A. Variaciones sobre el recurso de apelación en el CGP, En: INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO PROCESAL. Código General del Proceso, Bogotá DC, editorial, Panamericana Formas e impresos, 2018, p.438-449.
14 FORERO S., Jorge. Actividad probatoria en segunda instancia, En: INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO PROCESAL. Memorias del XXXIX Congreso de derecho procesal en Cali, Bogotá DC, editorial Universidad Libre, 2018, p.307-324.
15 BEJARANO G., Ramiro. Falencias dialécticas del CGP, En: INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO PROCESAL. Memorial del Congreso XXXVIII en Cartagena, editorial Universidad Libre, Bogotá DC, 2017, p.639-663.
16 QUINTERO G., Armando A. El recurso de apelación en el nuevo CGP: un desatino para la justicia colombiana [En línea]. Universidad Santo Tomás, revista virtual: via inveniendi et iudicandi, julio- diciembre
2015
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alcance consistente de esta Colegiatura17, que prohíja la CSJ18, y más reciente (2024)19 en casación, ha reiterado la tesis de la apelación restrictiva.
4.4.2. El caso concreto. Se confirmará la decisión rebatida porque se aprecia que la falta de subsanación de una de las deficiencias achacadas es legítima y basta para su patrocinio.
El escrito introductorio de todo proceso debe ajustarse a determinados requisitos consagrados de manera general en el artículo 82, CGP, en algunos casos hay que acatar el 83, ibidem, siempre acompañar los anexos del 84, ib., como los prescritos en otras normas alusivas a pretensiones específicas [arts.375-5º, 384-1º, 422, 488 y 489, CGP.] y en ciertos eventos acreditar la calidad en que se actúa [arts.85 y 87, CGP]. Esas exigencias, por lo general, pretenden precaver nulidades procesales.
El artículo 90, ib., establece las causales de inadmisión del libelo y autoriza al juez requerir su saneamiento; entonces, el juicio de admisibilidad consiste en verificar el cumplimiento de (i) Algunas exigencias particulares (conciliación prejudicial); y, (ii) Las condiciones de validez y eficacia, como las denomina algún sector de la doctrina patria20-21 (coherente con la sistemática procesal nacional) y que la ciencia procesal mayoritaria22 en Colombia entiende como presupuestos procesales.
La interpretación de dichas hipótesis es restrictiva o taxativa, comoquiera que afectan la tutela judicial efectiva, así dispone de antaño la Ley 153 de 1887, y comprende tanto la justicia ordinaria23, como constitucional24, en los siguientes términos:

17 TS, Civil-Familia. Sentencias del (i) 16-02-2021, MP: Grisales H., No.2013-00138-01; (ii) 19-06-2020; MP: Grisales H., No.2019-00046-01; y (ii) 04-07-2018; MP: Saraza N., No.2011-00193-01, entre muchas.
18 CSJ. STC-9587-2017 y SC-2407-2024.
19 CSJ. SC-2351-2019; SC-3148-2021 y SC-1303-2022.
20 LÓPEZ B., Hernán F. Ob. Cit., p.781.
21 ROJAS G., Miguel E. Lecciones de derecho procesal, procedimiento civil, tomo II, ESAJU, 2020, 7ª edición, Bogotá, p.468.
22 DEVIS E., Hernando. El proceso civil, parte general, tomo III, volumen I, 7ª edición, Bogotá DC, Diké, 1990, p.266.
23 CSJ, Civil. Sentencia del 28-06-1963; MP: López de la Pava.
24 CC. C-273 de 1999.
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6. El principio de primacía de los derechos (C.P. art. 5) le indica al operador del derecho que interprete la totalidad de las disposiciones de la manera que mejor consulte el ejercicio pleno de los derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico. Por eso, por ejemplo, las normas que imponen sanciones o que establecen límites a los derechos son de interpretación restrictiva. Las reglas que el intérprete pretenda derivar de una disposición jurídica, al margen de este principio hermenéutico, carecerán de todo valor jurídico. Sublínea ajena al original.
La segunda falencia enrostrada fue la falta de remisión de la demanda con sus anexos a la parte pasiva [art.6, inciso 5°, Ley 2213], aspecto que la recurrente se abstuvo de cumplir, adujo era innecesario dado que en el proceso divisorio se debe decretar cautela oficiosa [art.592, CGP] y es razón que exime de su envió.
Esta Sala disiente de ese razonamiento, por cuanto se considera que la teleología de la excepción aplica en aquellos casos en que las medidas intentan evitar el posible actuar defraudatorio de la parte demandada que, sin su perfeccionamiento previo, pueda procurar distraer su patrimonio y entonces tornar ilusoria la decisión final del litigio.
La doctrina patria25 coincide en señalar que la finalidad de aquella cautela dispuesta para ciertos procesos declarativos (clasificación de la que difiere el maestro López B.26), es dar a conocer a la comunidad su existencia, valga decir, darle publicidad a la situación jurídica del bien. En esa línea de pensamiento, el procesalista Bejarano G.27 señala:
A pesar de que esta inscripción es idéntica a la que se decreta a petición de parte, sus consecuencias no siempre son las mismas.
(…)
(…) en los procesos divisorios sobre bienes inmuebles, el artículo 2442 del Código Civil no deja duda alguna de que al comunero le es

25 (i) LÓPEZ B., Hernán F. Código General del Proceso, parte especial, Bogotá, Tirant lo Blanch, 2024, p.808; (ii) BEJARANO G., Ramiro. Procesos declarativos, arbitrales y ejecutivos, 6ª edición, Bogotá, Temis, 2016, p.237; y, (iii) MAESTRE P. Óscar A. Procesos declarativos especiales, aspectos históricos, sustanciales y procesales, Bogotá, Ibáñez, 2022, p. 238 y ss.
26 LÓPEZ B., Hernán F. Ob. Cit., p.205.
27 BEJARANO G., Ramiro. Ob. cit., p. 237.
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dable hipotecar su cuota antes de la división de la cosa común, porque verificada la división, la hipoteca afectará el bien que en razón de dicha cuota se adjudique al deudor.
Dicho de otra manera, las anotaciones o transacciones que se realicen con posterioridad a la inscripción de la demanda en los procesos (…) divisorios, (…) tienen un efecto muy similar al que se genera con ocasión de la cesión de la cosa litigiosa cuando la contraparte no acepta la sustitución, pues, como se sabe, en tal hipótesis el cesionario además de integrar con su cedente un litisconsorcio, queda obligado a advertir y cumplir lo que se disponga en la sentencia. Es decir, quien hubiere adquirido o realizado una negociación sobre inmueble en el que estaba inscrita una demanda (…), no verá resuelto o extinguido su derecho como consecuencia de la prosperidad de la demanda, porque solamente estará obligado a cumplir la sentencia que impuso, modificó o extinguió una servidumbre, o la que aprobó la línea divisoria, o la división del bien común.
Y en similar sentido, específicamente para el proceso divisorio, el autor Maestre P. (2022)28 refiere: “(…) En lo atinente a la medida cautelar de inscripción de la demanda, (…) se señala que la misma ha de ser siempre decretada ope legis por el juez en el auto admisorio de la demanda, cumpliendo esta medida cautelar su rol tradicional de publicidad frente a terceros y de información referente a que las cosas materia de división se encuentran en litigio (…)”.
Así las cosas, aflora que es harto diferente el propósito perseguido por la medida cautelar oficiosa acá reseñada, de aquellas que pueden o no solicitar la parte, es decir según su potestad o discrecionalidad, tienen un carácter eminentemente preventivo29, en cuyo caso eximen del requisito echado de menos en este asunto. Al respecto, en vigencia del artículo 6o del Decreto 806 de 2020, igual al en la Ley 2213 (hoy vigente), explicita la doctrina la necesidad de su aplicación30:
Y en cuanto a la notificación de la parte demandada y el traslado de la demanda y sus anexos a ésta, es importante tener en cuenta lo dispuesto en los artículos 91, 291 y 292 del Código General del Proceso y,  mientras  permanezca  vigente,  lo estatuido en los

28 MAESTRE P. Óscar A. Ob. cit., p. 238.
29 HERNÁNDEZ V. Gabriel. Medida cautelar innominada, observaciones críticas desde la escuela del garantismo procesal, 2ª edición. Bogotá, Ibáñez, 2021, p. 73.
30 MAESTRE P. Óscar A. Ob. cit., p. 239.
artículos 6° y 8° del Decreto 806 de 2020.
Corolario, se confirmará la decisión de primera instancia porque la parte interesada pretirió acreditar la remisión de la demanda, simultáneamente, con la radicación ante el despacho, y es un presupuesto necesario para su admisibilidad, según el razonamiento hecho.
5. LAS DECISIONES FINALES
Con estribo en las premisas el discernimiento anterior se: (i) Confirmará el auto recurrido; (ii) No se condenará en costas porque aún no se traba la litis;
(iii) Advertirá la irrecurribilidad de este proveído [art.35, CGP]; y, (iv)
Dispondrá retornar el expediente al juzgado de conocimiento.
En mérito a los acápites formulados atrás, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA, SALA UNITARIA DE DECISIÓN,
R E S U E L V E,
1. CONFIRMAR el proveído dictado el 25-02-2025 por el Juzgado 6º Civil del Circuito de Pereira.
2. ADVERTIR que esta decisión es irrecurrible y no condenar en costas en esta instancia.
3. DEVOLVER el expediente al despacho de origen, por conducto de la Secretaría de la Sala.
NOTIFÍQUESE,
DUBERNEY GRISALES HERRERA 
MAGISTRADO
D G H / D G D / 2 0 2 5

[image: image2]
Firmado Por:
Duberney Grisales Herrera
Magistrado
Sala 001 Civil Familia
Tribunal Superior De Pereira - Risaralda
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
Código de verificación: 89862e36455c1d03e9c22e7c4e63b8a2d2dcc60577b9b57fab70270da57b9c08
Documento generado en 06/06/2025 07:03:50 AM
Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
LA PROVIDENCIA ANTERIOR


SE NOTIFICÓ POR ESTADO DEL DÍA





09-06-2025


CÉSAR AUGUSTO GRACIA LONDOÑO S E C R E T A R I O










